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OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DEL CONSEJO PERMANENTE AL INFORME ANUAL DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
I.
INTRODUCCIÓN

De conformidad con el Artículo 18 del Reglamento del Consejo Permanente, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) debe considerar, entre otros, el informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que se refiere el artículo 91 (f) de la Carta, y elevarlo al Consejo Permanente con las observaciones y recomendaciones y los correspondientes proyectos de resolución, los cuales serán presentados a la Asamblea General de la Organización.

La CAJP, bajo la presidencia del Embajador Osmar Chohfi, Representante Permanente de Brasil ante la OEA, se reunió el 29 de marzo de 2007 para recibir la presentación del Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a la Asamblea General, documento (CP/doc. 4179/07). Estuvieron presentes el Presidente de la Corte, Juez Sergio García-Ramírez y la Vicepresidenta, Jueza Cecilia Medina-Quiroga, así como el Secretario, Pablo Saavedra – Alessandri y la Secretaria adjunta, Emilia Segares-Rodríguez. El Secretario General de la OEA, Dr. José Miguel Insulza, se hizo también presente en el curso de la sesión.

II. OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS AL INFORME ANUAL DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
Durante la reunión los representantes de las Misiones Permanentes de Bahamas, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, El Salvador, Guatemala México, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y República Dominicana, llevaron a cabo las observaciones y recomendaciones sobre el informe que se sintetizan a continuación. Los representantes permanentes de Colombia, Costa Rica y Uruguay enviaron sus presentaciones por escrito y las mismas aparecen incluidas en este documento como anexos I, II y III, respectivamente. Las delegaciones: 
· Agradecieron la presentación del informe y destacaron su formato, en particular las gráficas y estadísticas que ofrecen una visión clara del rendimiento de la Corte y permiten una apreciación comprensiva de su realidad.
· Agradecieron asimismo la información distribuida sobre la jurisprudencia desarrollada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos durante el año 2006.
· Destacaron la eficiencia, celeridad y oportunidad con que viene trabajando la Corte, a pesar del considerable incremento en sus tareas, lo cual se ve reflejado en las cifras sobre reducción de tiempos para la tramitación de casos y en el número de sentencias dictadas. 
· Resaltaron el hecho de que se haya reducido considerablemente el tiempo para la tramitación de los casos, lo cual constituye un beneficio apreciable para las víctimas.

· Reiteraron el apoyo y compromiso de los países que están sometidos a su competencia con el buen funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos. 

· Insistieron en la importancia de avanzar en la universalización del sistema interamericano de derechos humanos como muestra del compromiso de los Estados miembros de la OEA con el respeto de los derechos humanos en el hemisferio.

· Resaltaron la importancia de las sesiones extraordinarios que la Corte realizó en algunos Estados miembros, lo cual ha permitido un mejor conocimiento y difusión de este órgano del e insistieron en sus invitaciones a continuar con esa práctica.

· Agradecieron a la Corte su disposición y contribución al diálogo con los Estados miembros, y en particular aplaudieron la invitación de su Presidente para llevar a cabo una reflexión compartida en caso de eventuales reformas a sus reglamentos.

· Tomaron nota de la recomendación del Presidente de la Corte sobre un posible mecanismo de evaluación multilateral respecto al cumplimiento de las decisiones de los órganos del sistema y mostraron su interés de considerarlo en el futuro.

· Insistieron en la necesidad de formalizar el presupuesto de la Corte a través del fondo regular de la OEA y de mantener en la agenda del Consejo Permanente la urgencia de incrementar el mismo para satisfacer sus necesidades tanto financieras como de personal. En este sentido,  manifestaron su intención de continuar trabajando en la búsqueda de soluciones de largo plazo a la situación presupuestaria de la Corte, para que la prioridad política de los derechos humanos se refleje en el presupuesto asignado y destacaron que los Estados miembros necesitan de un órgano jurisdiccional y consultivo fortalecido. 

· Destacaron el compromiso de sus gobiernos y los esfuerzos que realizan para cumplir oportuna y cabalmente las sentencias de la Corte. 

· Plantearon la necesidad de revisar el tema de los montos de las reparaciones materiales. A este respecto, señalaron que los estados son conscientes de que tiene que continuar realizando esfuerzos para cumplir con las sentencias de la Corte, pero les resulta difícil acomodar sus presupuestos a cifras que son demasiado altas y que dificultan hacer frente a las reparaciones en la forma en que quisieran. Expresaron que los criterios utilizados deberían adecuarse a la capacidad de pago de los países y que les den la posibilidad de cumplir, pues en la actualidad ocurre que se allanan a los casos pero no tienen como cumplir con las reparaciones. 

· Aplaudieron la acción de promoción que ha efectuado la Corte a través de mecanismos de cooperación, asistencia técnica y capacitación.

· Agradecieron los esfuerzos de la Corte al participar en la organización de cursos para la formación de empleados gubernamentales que trabajan en diferentes aspectos de los derechos humanos, sobre el funcionamiento y los procesos que maneja la Corte.

· Destacaron la considerable contribución de la jurisprudencia de la Corte al enriquecimiento  del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el ámbito de las Américas.
· Mencionaron la importante contribución de la Corte en el creciente proceso de unificación del sistema legal continental.  

· Mencionaron la importancia de la jurisprudencia de la Corte como fuente de la doctrina al interior de los estados y como herramienta para el perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos. 

· Recomendaron la implementación de medidas específicas para que los sistemas nacionales de justicia tengan presente la jurisprudencia de la Corte y las incorporen en el orden jurídico de los estados. 

· Mencionaron la manera en que se han logrado reformar sus poderes judiciales gracias a la influencia que tiene la jurisprudencia de la Corte.

· Destacaron el creciente papel proactivo de la sociedad civil en acompañar y ayudar la deliberación sobre los casos de violación de derechos humanos en los países.

· Resaltaron la utilidad e importancia de la función consultiva de la Corte e invitaron a utilizar esta herramienta.

· Sugirieron explorar la posibilidad de que el Consejo Permanente solicite opiniones consultivas a la Corte en cuestiones que podrían ameritar dicha solicitud. 

· Insistieron en la necesidad de continuar estudiando la relación de la Corte con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y destacaron la continua interacción entre ambos órganos.

· Se ratificaron en la importancia de mantener la autonomía del Tribunal, la cual se ha sostenido en todo tiempo y circunstancia, asegurando con ello su respetabilidad y la del sistema interamericano de protección de los derechos humanos en su conjunto. 
Adicionalmente, las delegaciones expresaron que los comentarios efectuados en esta reunión serán complementados por aquellos que realicen en el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados miembros y los miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,  prevista para el 30 de marzo de 2007 en virtud de la resolución AG/RES.2220 (XXXVI-O/06) “Fortalecimiento de los sistemas de derechos humanos en seguimiento de los mandatos derivados de las Cumbres de las Américas”. 

III.
PRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, DOCTOR SERGIO GARCÍA-RAMÍREZ
SÍNTESIS DEL INFORME ANUAL DE LA

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO DE 2006,

QUE  SE PRESENTA A LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS

Y POLÍTICOS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

(Washington, D. C., 29 de marzo de 2007)
Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de Estados Americanos, Embajador Osmar Chohfi;

Señoras y señores Embajadores y Representantes de los Estados Miembros y Observadores Permanentes de la Organización de los Estados Americanos;

Señoras y señores:

Las Juezas y Jueces integrantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos transmitimos a ustedes un atento saludo. Proviene tanto de quienes hemos participado en este Tribunal durante varios años, como de quienes fueron electos en 2006 por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos y se han incorporado a la Corte a partir del primer período de sesiones del 2007. 

Participaron en la Corte, con integridad, talento y diligencia, los colegas Antônio Cançado Trindade, Alirio Abreu Burelli y Oliver Jackman. En fecha reciente lamentamos el fallecimiento del Juez Jackman, competente y caballeroso amigo, que sirvió al Sistema Interamericano durante veinte años fecundos y a quien recordamos con afecto y respeto.

Hoy integramos el Tribunal --además de la Jueza Cecilia Medina Quiroga, electa Vicepresidenta en enero pasado, y los Jueces Manuel Ventura Robles, Diego García Sayán y yo mismo--, las Juezas Margaret Macauley, de Jamaica, y Radys Abreu de Polanco, de República Dominicana, así como el Juez Leonardo Franco, de Argentina, que al saludo colectivo añaden su reconocimiento por la designación con que se les distinguió. 

Hemos recibido a estos colegas con el aprecio y el respeto que merecen como juristas distinguidos y como depositarios de la confianza que les otorgaron los Estados participantes en su elección. La Corte adopta sus decisiones a partir de la deliberación libre y franca de quienes la integran. Iguales entre sí, todos son coautores, con idénticos títulos, de las decisiones judiciales. Este oficio plural, entre pares que actúan de buena fe, sustenta y legitima las resoluciones del órgano colegiado.

Por encargo de la Corte, tuve el honor de presentar ante la Asamblea General, reunida en Santo Domingo, el Informe de labores del Tribunal relativo al año 2005, que fue aprobado por aquélla en la Resolución AG/RES. 2223, de 6 de junio de 2006. Es un privilegio someter a esta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, que nuevamente brinda su hospitalidad a la Corte Interamericana, la síntesis del Informe de labores correspondiente al año 2006. Para este fin me acompañan la Vicepresidenta Cecilia Medina Quiroga, el Secretario del Tribunal, Pablo Saavedra Alessandri, y la Secretaria Adjunta, Emilia Segares Rodríguez. 

En el documento que ahora presento figura una breve descripción de las tareas cumplidas en 2006, acompañada con ilustraciones estadísticas sobre diversos temas. Asimismo, contiene reflexiones –compartidas con ustedes en comparecencias anteriores-- acerca de los problemas que tiene a la vista la jurisdicción interamericana y los esfuerzos que hace para resolverlos. La amistosa comprensión de las señoras y señores integrantes de esta Comisión constituye un factor decisivo, como siempre hemos manifestado, para la solución de esos problemas y el progreso en un camino que estamos recorriendo juntos. Por supuesto, a ello concurre solidariamente la Secretaría General de la Organización.

La versión completa y detallada del Informe fue enviada a la Organización de los Estados Americanos el 14 de febrero pasado. Consta, como el año anterior, en un documento que concentra tanto la información acostumbrada como la cada vez más abundante jurisprudencia de la Corte, recogida en un disco. Deseamos exponer así, en forma sucinta y con ahorro de recursos, datos útiles para el conocimiento y la evaluación de los trabajos jurisdiccionales. Apreciamos el favorable comentario que hemos recibido a propósito del nuevo formato del Informe. 

1. 
Períodos de sesiones

Los integrantes del Tribunal celebramos reuniones periódicas en número creciente y durante más días. Por conducto de la Secretaría recibimos y atendemos, sistemáticamente, los asuntos sujetos a nuestra competencia. El trabajo es ininterrumpido y la función jurisdiccional se cumple en forma permanente. Esas son las características de la Corte, por lo que hace a su desempeño y continuidad. Los resultados lo acreditan: no se halla pendiente de sentencia ningún caso que hubiese llegado a la Corte antes del año 2006. En otros términos, no hay rezago, y es probable que no lo haya si se mantiene el ritmo actual de remisión de casos a la Corte y de  atención y resolución por parte de ésta. 

En el año 2006 hubo más períodos de sesiones que en cualquier ejercicio anterior: 4 ordinarios
/ y 3 extraordinarios, a los que adelante me referiré con detalle. En los siete períodos fue posible realizar mayor número de audiencias y emitir mayor número de sentencias que en cualquier año precedente. Para ello se contó con la amplia colaboración de los Jueces y de la Secretaría. En este esfuerzo figura la tarea realizada por el competente equipo de abogadas y abogados con que cuenta la Corte. Esto fue posible, conforme al Reglamento en vigor, gracias a la adopción de prácticas y calendarios que permitieron atender con mayor eficiencia las tareas del Tribunal, en beneficio de los justiciables. 

En los períodos de sesiones del año 2006 se realizaron 8 audiencias públicas referentes a casos contenciosos
/, y 4 sobre medidas provisionales
/. Ha crecido el número de audiencias acerca de éstas. En síntesis, entre 2004, 2005 y 2006, es decir, en el curso de tres años, la Corte llevó a cabo el 32.4 por ciento de las audiencias realizadas desde 1979, año de su instalación
/. 

En 2006, la Corte dictó 23 sentencias
/, el número más elevado en un año de labores judiciales. En 3 de ellas se pronunció sobre excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, conjuntamente; en 14, acerca del fondo y las correspondientes reparaciones; y en 6, en torno a la interpretación de sentencias. Así resolvió enteramente 17 casos contenciosos. En ellos hay decisión sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones, y no está pendiente ningún pronunciamiento acerca de la contención planteada en la demanda.

Si a los 17 casos íntegramente resueltos en 2006 se suman 16 de 2005 y 12 de 2004, se observará que en esos tres años el Tribunal ha resuelto el 52.94 por ciento de todos los casos contenciosos que ha conocido en el curso de sus 27 años de existencia
./ 

En el mismo ejercicio anual, la Corte adoptó 9 medidas provisionales nuevas
/, desestimó 4 solicitudes de este carácter
/ y ordenó el levantamiento parcial de otras 4
/. Esto último sólo abarca a algunos destinatarios; las medidas se mantienen vigentes para los restantes. Al final del 2006, la Corte se encontraba conociendo 46 medidas provisionales. Si se considera que al término del año 2003 se hallaban bajo conociendo 23 medidas provisionales, se advertirá que en el período 2004-2006 hubo un incremento del 100%.

2.
 Sesiones fuera de la sede

Hace un año comenté ante esta Comisión la importancia de celebrar períodos de sesiones fuera de la sede de la Corte, para promover el conocimiento general de la jurisdicción interamericana e incrementar la atención de asuntos sometidos al Tribunal. En el Informe presentado en aquella fecha me referí al período extraordinario de sesiones realizado en 2005 en Asunción, Paraguay. Con esa experiencia favorable, en 2006 la Corte celebró 3 períodos extraordinarios: en Brasilia, Brasil; en Buenos Aires, Argentina; y en San Salvador, El Salvador
/ 

Hemos puesto énfasis en que el objetivo central de los períodos de sesiones extraordinarios es cumplir la función judicial que compete a la Corte. Cualesquiera otras actividades --entre ellas las académicas y las de difusión-- tienen carácter complementario. Asimismo, invariablemente se ha aclarado que el traslado de la Corte fuera de su sede no implica en modo alguno la práctica de visitas in loco, investigaciones de hechos o evaluaciones generales sobre derechos humanos. Nos limitamos a la competencia estricta del Tribunal, en la que éste debe concentrar su atención y cifrar sus recursos. Agregaré que en estos períodos extraordinarios no se celebran audiencias ni se conocen casos concernientes al país anfitrión.

Contamos en todo momento con la hospitalidad y colaboración de las autoridades de los países visitados: Presidencia de la República, Cancillería, Congreso, Corte Suprema y otros órganos. Les reitero, en nombre de mis colegas, nuestro cordial reconocimiento por el apoyo amplio y decidido que nos brindaron. También expreso reconocimiento a la Unión Europea, como lo hice en mi informe del año pasado, ya que gracias a su colaboración generosa se pudieron llevar a cabo estos períodos de sesiones extraordinarios.

En el período desarrollado en Brasil hubo dos audiencias sobre fondo y reparaciones en igual número de casos, y una sobre medidas provisionales. La Corte dictó una sentencia de fondo y reparaciones en un caso, adoptó una nueva medida provisional y emitió una resolución de seguimiento de medidas provisionales. Además, los integrantes de la Corte sostuvimos reuniones con los magistrados del Superior Tribunal de Justicia y con la Presidenta del Supremo Tribunal Federal de Brasil, y desarrollamos actividades académicas y trabajos de difusión vinculados con el quehacer jurisdiccional interamericano
/.
Durante el período de sesiones celebrado en Argentina hubo dos audiencias sobre fondo y reparaciones en otros tantos casos. Se emitió una sentencia de fondo y reparaciones en un caso, y se dictó la resolución correspondiente a una solicitud de medida provisional. Nos reunimos con el Presidente de la República, señor Nestor Kirchner, el Canciller y el Secretario de Derechos Humanos, así como con el pleno de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Legislación, Justicia y Derechos Humanos del Congreso Nacional y otros altos funcionarios del Estado. Desarrollamos actividades académicas y trabajos de difusión vinculados con el quehacer de la Corte. 
/.
En el período extraordinario de sesiones de El Salvador se realizaron dos audiencias sobre fondo y reparaciones en igual número de casos. Sostuvimos reuniones con el Presidente de la República, señor Elías Emilio Saca, el Canciller, el pleno de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Asuntos Internacionales y la Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa y diversos funcionarios nacionales. También hubo actividades académicas y trabajos de difusión.
/ 

Consideramos que fueron muy satisfactorias, institucionalmente, las experiencias reunidas en Asunción, Brasilia, Buenos Aires y San Salvador. Esos períodos extraordinarios de sesiones, así como el precedente de Santiago de Chile, han abierto un nuevo espacio promisorio para el trabajo del Tribunal Interamericano. Se prevé llevar adelante un período extraordinario en Guatemala, en mayo próximo, y otro en Colombia, en octubre de este año. 

Desde ahora expreso el aprecio de la Corte a los pueblos y a las autoridades de los Estados que nos brindarán su hospitalidad y que ya están actuando en ese sentido. En virtud de que ha concluido el programa pactado con la Unión Europea para los años 2005 y 2006, el apoyo presupuestal requerido para el 2007 y, en su caso, el 2008, provendrá de la Agencia Española de Cooperación Internacional y el Ministerio de Relaciones Exteriores de Noruega, a quienes manifesto nuestro reconocimiento. Esta actividad sería impracticable con cargo a los recursos ordinarios de la Corte.

3. 
Nuevos casos y asuntos en trámite

En 2006 la Comisión Interamericana presentó a la Corte 14 demandas
/, número superior al de los dos últimos años. Entre el 1 de enero y el 1 de marzo de 2007 han llegado 2 demandas. Si atendemos a la tendencia que esto manifiesta, es probable que en 2007 recibamos entre 15 y 20 demandas. A partir de 1979, año en que se instaló la Corte, se han sometido a ésta 100 casos contenciosos
/. En 2004, 2005 y 2006 se planteó el 36 por ciento del total. 
Como hemos mencionado en oportunidades anteriores, es importante que quienes participan en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos reexaminen éste a la luz de los hechos que tenemos a la vista y anticipen el futuro inmediato. En el Informe anterior, que en este punto me permito reproducir,  mencioné que el incremento en la presentación de casos obedece, a mi juicio, a la ampliación de las expectativas en torno a la jurisdicción interamericana, al mayor conocimiento y confianza en el sistema interamericano de derechos humanos y a las reformas incorporadas en los Reglamentos de la Corte y la Comisión. 

Actualmente, la Corte Interamericana tiene en trámite 88 casos contenciosos, en diversas etapas procesales, inclusive la de supervisión, posterior a la emisión de la sentencia -o las sentencias- sobre fondo y reparaciones. Esto significa 19% más que en 2005.
/ De aquel número, 13 están pendientes de sentencia  --ninguno presentado antes de 2006, como dije-- y 75 se encuentran en la etapa de supervisión
/. En los últimos tres años creció en 134.5 por ciento el número de casos sujetos a supervisión de sentencia
/.

4. 
Aplicación de las reformas al Reglamento y prácticas procesales

Estimo conveniente mencionar de nuevo ciertas cuestiones vinculadas al reglamento en vigor, expedido en el año 2000 y reformado en el 2003, que hemos examinado en este mismo foro respondiendo al estimulante interés de los señores integrantes de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. 

Las novedades incorporadas por el Tribunal en el ejercicio de sus atribuciones reglamentarias --que ha desplegado para servir a la protección de los derechos humanos desde la perspectiva jurisdiccional-- atañen a la más amplia legitimación procesal de las presuntas víctimas, sus familiares y sus representantes, y a la racionalización en la práctica de los actos procesales, a fin de que el enjuiciamiento resulte más expedito, sin perjuicio de la seguridad jurídica. Consideramos que las reformas reglamentarias y su aplicación en la experiencia diaria del Tribunal han tenido resultados positivos en ambos extremos. La mayor celeridad, obtenida a través de una práctica razonable, no sólo no lesiona la seguridad jurídica y la justicia, sino contribuye a ellas. 

Por supuesto, no hemos llegado al final del camino en ninguno de estos objetivos, pero hemos avanzado apreciablemente. La nueva legitimación procesal de las presuntas víctimas constituye un progreso en la tutela de los derechos humanos. La víctima no podría ser un “tercero” en su propia causa. Esta novedad, que ya arraigó, alienta una consideración más detallada sobre las implicaciones de que intervengan tres partes en el proceso. No me refiero solamente al costo que ello representa  --incremento de 33 por ciento en ciertos gastos de tramitación--, sino sobre todo al impacto que tiene en el desarrollo del procedimiento. Esto motiva reflexiones y pudiera orientar novedades en la práctica y en la regulación procesal. 

La concentración procesal derivada de la reforma reglamentaria ha arrojado resultados positivos. Por supuesto, siempre será necesario observar de cerca la operación de los cambios incorporados tanto en el curso total del enjuiciamiento como en algunas diligencias relevantes, entre ellas la recepción de pruebas y el desarrollo de las audiencias. Hay datos ilustrativos sobre las ventajas de la concentración, siempre sin demérito de la seguridad jurídica, el equilibrio procesal y la calidad de las resoluciones jurisdiccionales. 

Bajo el Reglamento de 1980, la duración promedio de tramitación de casos contenciosos era de 39 meses, tiempo que se redujo a 38 meses bajo el Reglamento de 1991, y aumentó de nuevo durante la vigencia del de 1996: 40.5 meses. Las reformas de 2000 y 2003, fortalecidas por la modificación de prácticas procesales, han permitido que la duración promedio actual sea de 20.78 meses, esto es, casi la mitad de la que se observaba anteriormente.

En el marco del balance procesal que estamos haciendo, es posible advertir, como lo hemos hecho, que en este momento la Corte no afronta rezago en el despacho de los asuntos que tiene en trámite. Si se cumple la fundada expectativa que resulta del número de litigios en marcha y de resoluciones que sería factible adoptar en este mismo año –-con el ritmo de trabajo existente--, esperamos que todos los casos que se han presentado antes de septiembre de 2006 se encontrarán resueltos a finales del presente año. Este es el resultado de las normas vigentes y de las prácticas adoptadas.

5. 
Jurisprudencia

La Corte procura la difusión de su jurisprudencia. Se presenta en la página web, así como en folletos, discos y publicaciones diversas, editadas por el propio Tribunal, por sí mismo o en sociedad con otros organismos de investigación y difusión jurídica. Destaca el volumen que reúne los criterios jurisprudenciales del Tribunal Interamericano, clasificados para favorecer su estudio y aplicación, como obra conmemorativa del vigésimo quinto aniversario del establecimiento de la Corte, que hace un año entregamos a las misiones acreditadas ante la OEA.

En un anexo de este Informe se da cuenta, con detalle mayor del acostumbrado en informes anteriores, acerca de los criterios sustentados por este Tribunal sobre temas de gran importancia, tomados de pronunciamientos correspondientes al ejercicio judicial de 2006. En este momento sólo mencionaré algunos temas examinados en las sentencias sobre casos contenciosos.

Hubo pronunciamientos en torno a la responsabilidad internacional del Estado por actos violatorios cometidos por terceros, esto es, por personas que no tienen, formalmente, el carácter de funcionarios, empleados, servidores o agentes estatales. Al respecto, se aludió a: protección de derechos en las relaciones entre individuos; responsabilidad del Estado por crear o no desarticular “situaciones de riesgo” para los derechos fundamentales de las personas; responsabilidad de aquél con respecto a la conducta de particulares que llevan a cabo, por delegación del Estado, determinadas funciones o servicios. En el examen de derechos cuya violación quedó acreditada, vuelve la Corte sobre cuestiones concernientes a la responsabilidad del Estado por actos de terceros.

En cuanto al derecho a la vida, el Tribunal examinó diversos extremos: condiciones de vida digna; deberes especiales de prevención y protección del derecho a la vida y obligación de investigar violaciones a este derecho; ejecuciones extrajudiciales; carácter complejo y continuo del delito de desaparición forzada de personas, proscrito bajo el jus cogens; empleo admisible de la fuerza y derecho a la vida. En el marco de los derechos a la vida y a la integridad, se examinó por primera vez la situación de personas que padecen discapacidad mental.

Por lo que toca al derecho a la integridad, las cuestiones analizadas fueron: obligación de investigar torturas; violaciones de derechos en agravio de mujeres, inclusive violación y violencias sexuales diversas, así como hechos que afectan a los hijos de reclusas (en este caso se aplicó por vez primera la Convención de Belém do Pará); condiciones carcelarias; detención y castigos que implican violación a la integridad de los internos; incomunicación severa; deber del Estado de proporcionar atención médica a detenidos.

En lo que respecta al derecho a la libertad, el Tribunal examinó: derecho del detenido a ser informado sobre los motivos de su detención; control judicial oportuno; casos de detención colectiva sin identificación individual de cargos; habeas corpus y secreto de Estado o confidencialidad; ejecución extrajudicial y desaparición forzada.

Han sido relevantes los criterios adoptados por la Corte, también por vez primera, en torno al derecho de acceso a información bajo el control del Estado, que comprende derecho a solicitar dicha información, escrutinio social propio de una comunidad democrática, restricciones al derecho, procedimientos para evitar e investigar violaciones. Igualmente, la Corte se pronunció sobre el derecho de las personas a expresarse en el idioma de su elección en determinados supuestos de privación de la libertad.

Hubo decisiones a propósito del derecho a la personalidad jurídica, condición para el ejercicio efectivo de otros derechos. Por lo que atañe a la propiedad, se examinaron cuestiones destacadas acerca de la posesión y reclamación de propiedad de tierras ancestrales de miembros de comunidades indígenas. En cuanto a derechos del niño, la Corte analizó ciertas medidas especiales de protección y rechazó la incorporación de menores de edad a las Fuerzas Armadas.

En lo que concierne al debido proceso, las garantías judiciales y la protección judicial, hubo numerosas resoluciones sobre: jurisdicción penal militar, procedimientos disciplinarios y administrativos de investigación y proceso penal; aplicación de las garantías contempladas en el artículo 8.1 con respecto a órganos y funcionarios no judiciales; fundamento de las decisiones de órganos administrativos; plazo razonable, inicio del proceso penal y deber de impartir justicia.

El deber de investigar violaciones a derechos humanos suscitó consideraciones y resoluciones de la Corte acerca de: obligación de investigar crímenes de lesa humanidad; deberes derivados del Derecho internacional en  materia de persecución y extradición; investigación integral de los hechos violatorios, y cuestiones vinculadas con el incumplimiento, al que antes aludí, de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Sobre protección judicial, se analizó: ejecución de la sentencia como expresión del acceso a la justicia; derecho a recurso; claridad y certeza de los recursos internos como garantía de verdadero acceso a la justicia. En lo que toca a deberes judiciales y medios de protección, cabe mencionar: impugnabilidad de los efectos de la interpretación o aplicación de una norma; “control de convencionalidad” por parte de los tribunales internos; leyes que excluyen la persecución penal de crímenes de lesa humanidad.

Asimismo, en esta etapa judicial hubo resoluciones acerca de igualdad ante la ley y no discriminación, protección a defensores de derechos humanos, trabajo forzoso, derecho a la vida privada y al domicilio, y situación de las prisiones.
6. 
Reconocimiento de responsabilidad

En los dos Informes precedentes ofrecidos a esta Comisión destaqué el reconocimiento de responsabilidad internacional formulado por varios Estados. Esto mismo se observó en 2006: un caso concerniente a Colombia
/, cuatro a Perú
/, uno a Brasil
/, uno a Venezuela
/, dos a Paraguay
/, y uno a Honduras
/La cifra es muy significativa si se toma en cuenta el número de casos examinados en ese año, que fue de 17.

Es ilustrativo mencionar que ha habido reconocimiento de responsabilidad internacional, parcial o total, en el 35.3 por ciento de los casos contenciosos sometidos a la Corte. Hemos destacado estos hechos, que merecen reflexión y aprecio. Además, estamos al tanto de que altas autoridades de diversos Estados han participado en el reconocimiento público de responsabilidad internacional, así como de que se ha procurado brindar satisfacción moral a las víctimas y a sus familiares. La admisión de responsabilidad no se traduce en sustracción de los hechos al conocimiento público, de manera contraria a los fines del enjuiciamiento sobre derechos humanos. Ese riesgo se aleja si tomamos en cuenta que, dadas las particularidades que reviste ese proceso, dicho reconocimiento no excluye, por sí mismo, la audiencia pública, la expresión de agravios y la alusión a éstos en el cuerpo de la sentencia.

7. 
Cumplimiento de resoluciones

La Corte asume una importante función en la etapa de cumplimiento de resoluciones. A ella se atiende con diversos actos de supervisión en ejercicio de las atribuciones inherentes a la jurisdicción del Tribunal, conforme al deber de información que impone a éste el artículo 65 de la Convención Americana, como señaló la Resolución AG/RES 2223 (XXXVI-0-06) de la Asamblea General de la Organización, adoptada el 6 de junio de 2006. 

En el año 2006, la Corte emitió 17 resoluciones sobre supervisión de cumplimiento de sentencia
/. En este conjunto, así como en otras resoluciones del mismo carácter dictadas en años anteriores, se observa el estado que guarda el cumplimiento de las sentencias del Tribunal, que abarca modificación de leyes  --inclusive de la más alta jerarquía--, expedición de normas, nuevos rumbos jurisprudenciales, cambios reglamentarios, variación de prácticas. Lo menciono nuevamente, porque acredita la voluntad jurídico-política de mejorar la protección de los derechos humanos y fortalecer la jurisdicción interamericana construida por los propios Estados. 

También menciono, conforme al deber de información que tiene el Tribunal y atendiendo al interés colectivo en la buena marcha de este sector de nuestras preocupaciones compartidas, que está pendiente el cumplimiento de resoluciones judiciales en diversos extremos, sobre todo el vinculado con la investigación de hechos y responsabilidades. La Corte no puede declarar cerrados los casos en los que existe esa situación. Por ello, sólo se ha dispuesto el cierre del 10 por ciento del número total de asuntos contenciosos. En años anteriores hemos mencionado alternativas de seguimiento, pero corresponde a los cuerpos de gobierno de la Organización resolver lo que sea pertinente para avanzar en el cumplimiento de las resoluciones jurisdiccionales, como lo dispone la normativa internacional.

La Corte supervisa también el cumplimiento de las medidas provisionales adoptadas. En el año 2006, dictó 15 resoluciones sobre esta materia
/ y emitió -–como se dijo supra-- 4 resoluciones de levantamiento parcial de medidas. En el informe anual podrán encontrar un cuadro que da cuenta en el estado en que se encuentra cada uno de los casos contenciosos que está conociendo el Tribunal.

8.
 Reuniones Corte-Comisión

La Asamblea General de la OEA recomendó a la Corte y a la Comisión mantener adecuada comunicación, conforme a sus respectivas competencias, para la buena marcha del sistema. El 11 de marzo de 2006, cuando la Comisión celebraba un período ordinario de sesiones en su sede, se reunieron los señores jueces y comisionados y discutieron diversos temas, tales como las medidas de protección dictadas por ambos órganos, la ejecución de las sentencias de la Corte y las recomendaciones de la Comisión, el papel de la Comisión Interamericana en el proceso ante la Corte, entre otros. Nos proponemos mantener esta comunicación.

9. 
Relaciones con otros organismos

La Corte debe atender cuidadosamente su encomienda judicial. Esto no excluye la colaboración con diversos organismos en tareas de interés común que beneficien la función jurisdiccional, sobre todo en lo que corresponde al buen conocimiento público acerca de ésta y a la debida preparación de quienes intervienen o pueden intervenir en el procedimiento internacional.

Es particularmente importante el trato con los altos tribunales de los Estados partes en la Convención Americana, especialmente las Cortes Supremas y los Tribunales Constitucionales. La recepción de la jurisprudencia interamericana por las cortes nacionales es un paso indispensable en la plena vigencia de los derechos previstos en instrumentos internacionales. De ahí que hayamos hecho un esfuerzo –al que han correspondido, con excelente voluntad, los organismos judiciales nacionales-- para favorecer y fortalecer la relación con éstos. 

Desde 2004 la Corte ha concurrido a conferencias o seminarios de las magistraturas constitucionales, en ocasiones alentadas por organismos externos, como la Fundación Konrad Adenauer. En esos encuentros hemos sostenido un amplio intercambio de puntos de vista con nuestros colegas integrantes de los tribunales nacionales. En este mismo orden, el año pasado presentamos el primer número de la publicación titulada “Diálogo Jurisprudencial. Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Tribunales Nacionales y Corte Interamericana de Derechos Humanos”, que da cuenta de la recepción nacional de la jurisprudencia interamericana, a la que me referiré infra.
Hemos sostenido y extendido nuestra relación con el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Fruto inmediato de esta colaboración ha sido el Segundo Curso Especializado para Funcionarios de Estado sobre la utilización del sistema de protección de derechos humanos, que tuvo lugar en San José, del 25 al 30 de septiembre de 2006, con participación de funcionarios provenientes de 23 Estados de las Américas. Ha sido muy positivo el balance de este curso y del realizado en 2005. Se prevé la organización de encuentros similares en el futuro.
Hemos reactivado convenios de colaboración interinstitucional y celebrado  nuevos acuerdos. En este ámbito, cabe mencionar que la Corte Interamericana y la Suprema Corte de Justicia de México desarrollaron un curso sobre sistemas internacionales de protección de los derechos humanos, con duración de tres meses, dirigido a funcionarios judiciales de México, que no significó erogación alguna para la Corte Interamericana.

Durante el período al que se refiere este informe se han reasumido o suscrito convenios de cooperación institucional con tribunales, universidades e institutos de investigación
/. Esto permite que estudiantes, egresados y profesores universitarios realicen pasantías en el Tribunal, con beneficio para las tareas de éste y buenas repercusiones en la difusión nacional de la jurisdicción interamericana. En el año 2006 55 personas provenientes de diversos países del mundo realizaron pasantías en la Corte.
/ 

10. 
Presupuesto

Hemos comentado aquí y en otros foros de nuestra Organización los problemas económicos que enfrenta la Corte. Es preciso que el creciente trabajo cuente con natural correspondencia en la asignación de recursos ordinarios, provistos de manera sistemática, que permitan financiar la ampliación de los períodos de sesiones y la contratación de personal de apoyo jurídico y aseguren, en el mediano y en el largo plazos, los programas normales de la institución. 

Como se sabe, las reformas reglamentarias aprobadas por la Corte formaron parte de un conjunto de medidas que tendrían correspondencia en el fortalecimiento presupuestal. Creemos haber atendido, en los términos que hemos informado, el compromiso que contrajimos. Los resultados del esfuerzo de productividad se hallan a la vista.

Me es grato reconocer que en este año se incrementó en US$ 265.000 (doscientos sesenta y cinco mil dólares americanos) el presupuesto ordinario del Tribunal, después de haber permanecido inalterado durante tres años. Ese aumento significa un gesto importante, que valoramos, y refleja el renovado compromiso de los Estados Miembros y la Secretaría General de la Organización con el Tribunal.  

En 2006 llegó a su término el proyecto financiado por la Unión Europea con E600.000 (seiscientos mil euros) para fortalecer la actividad jurisdiccional del Tribunal. Con estos recursos se apoyó el equipamiento del nuevo edificio de la Corte, la realización de cuatro períodos extraordinarias de sesiones fuera de la sede del Tribunal y la ampliación de días de sesiones ordinarias. El año pasado concluyó el proyecto financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo, por US$ 125.000 (ciento veinticinco mil dólares americanos) para el fortalecimiento de la biblioteca conjunta de la Corte y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos.  

En el transcurso del año 2006 hemos contado con apoyos extraordinarios por parte de algunos Estados, a los que agradecemos su contribución solidaria, y de instituciones a las que también manifestamos nuestro reconocimiento. Cabe destacar los aportes de Costa Rica, como país sede, por US$100.000 (cien mil dólares americanos), México por US125.000 (ciento veinticinco mil dólares americanos), y el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) por US$10.492 (diez mil cuatrocientos noventa y dos mil dólares). El 29 de diciembre de 2006, se recibió una nota de la Secretaría General de la OEA, en la que se indica que durante el presente año Colombia aportará al Tribunal US$300.000 (trescientos mil dólares americanos). 

Es pertinente destacar que el 6 de noviembre de 2007 la Corte firmó un acuerdo marco con la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI), con el propósito de fortalecer el funcionamiento del Tribunal. Hace pocos días quedó definido que la Agencia Española financiará dos proyectos de la Corte, uno por la suma de US$ 190.000 (ciento noventa mil dólares), para sesiones extraordinarias fuera de la sede del Tribunal, y otro por US$ 300.000 (trescientos mil dólares americanos) para proceder a la contratación de abogados que colaboren en las tareas del Tribunal y fortalecer otras áreas de la institución. 

Asimismo, debo hacer de su conocimiento que el 7 de diciembre de 2007 se firmó un acuerdo de cooperación con el Ministerio de Relaciones Exteriores de Noruega para fortalecer, durante 3 años,  el funcionamiento del Tribunal. El correspondiente apoyo alcanza, en total,  cerca de US$2.000.000 (dos millones de dólares americanos). Ya se efectuó la primera ministración, por US$845.141 (ochocientos cuarenta y cinco mil ciento cuarenta y un mil dólares americanos). Estos recursos se destinarán a traducir al inglés las sentencias y resoluciones, contar con interpretación permanente español inglés a lo largo de todos los períodos de sesiones, continuar la publicación clasificada de las resoluciones, que se había suspendido, y ampliar la planta física de la Corte, en forma que permita atender los actuales requerimientos de trabajo con más oficinas para abogados y sala de deliberaciones adecuada a las necesidades del Tribunal. 

Por supuesto, todas las aportaciones a las que me he referido inmediatamente antes tienen naturaleza extraordinaria y contingente. Por lo tanto, no podemos considerarlas en la programación segura de las tareas ordinarias en el mediano y largo plazos. 

Algunas remuneraciones al personal de la Corte han tenido incrementos, siempre reducidos, consecuentes con la evolución de salarios en la Organización, aunque no disponemos, en el número adecuado, de plazas de categorías equivalentes a las existentes en otros sectores de aquélla. En el ámbito de otras remuneraciones al personal, me limitaré a recordar que las correspondientes a los integrantes del Tribunal se han mantenido “congeladas” desde 1991, es decir, durante más de 15 años. Estas remuneraciones se fijan por días de trabajo, como las de otros colaboradores de la Organización. También quiero recordar que la gran mayoría de los abogados de la Secretaría de la Corte no cuentan con puestos de OEA, situación que desalienta a su personal a realizar una carrera judicial en el Tribunal, lo cual no es deseable en un organismo como la Corte.  

11. 
Auditoría de estados financieros e informes diversos

Se practicó una auditoría de los estados financieros de la Corte correspondientes al ejercicio fiscal 2006, de acuerdo con lo solicitado por la Organización en el Acuerdo de independencia administrativa de la Secretaría de la Corte, de 1998. Dicha auditoría quedó a cargo de la empresa de auditores externos independientes Venegas, Pizarro, Ugarte y Co., Contadores Públicos Autorizados, representantes en Costa Rica de HLB Internacional. Abarcó tanto los fondos provenientes de la OEA como los aportes de Costa Rica en el mismo período. Oportunamente enviamos copia del informe de auditoría al Departamento de Servicios Financieros de la OEA, al Inspector General de la Organización y a la Junta de Auditores Externos de ésta, como ha sido nuestra práctica constante. 

La opinión de los auditores, expuesta en dictamen, señala que los estados financieros de la Corte expresan adecuadamente la situación financiera y patrimonial de la institución, así como los ingresos, desembolsos y flujos de efectivo para el año 2006, los cuales se encuentran de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados, propios de entidades no lucrativas (como es el caso de la Corte) y aplicados sobre bases consistentes. Asimismo, del informe se desprende que el sistema de control interno contable adoptado por la Corte es adecuado para el registro y control de las transacciones y que se utilizan prácticas comerciales razonables para asegurar el empleo efectivo de los fondos.

Igualmente, hemos informado e informaremos a los Gobiernos e instituciones que han dispuesto o dispondrán diversos apoyos, en los términos que he manifestado, acerca de la aplicación de éstos. 

En la página electrónica de la Corte sigue figurando, como ha sido nuestra práctica en los últimos ejercicios, información sobre os ingresos y egresos del Tribunal. 

12. 
Información y publicaciones

El año pasado informamos que la Corte se vio en la necesidad --que deploramos-- de diferir la traducción al inglés de las sentencias y otras resoluciones judiciales, por carecer de recursos para financiar esta importante actividad. La situación era preocupante, así lo entendimos en el Tribunal y así lo hizo ver un buen número de personas e instituciones interesadas en la jurisprudencia internacional de los derechos humanos. Esto impedía el acceso a las sentencias en países angloparlantes que forman parte de la Organización, y la difusión de aquéllas en otros medios, entre ellos los tribunales internacionales y los analistas de diversos países.

Por fortuna, hemos podido iniciar la solución del problema gracias al incremento de US$265.000 (doscientos sesenta y cinco mil dólares americanos) dispuesto por la OEA. Una parte sustancial de este aumento se ha destinado a traducir las sentencias, medidas provisionales y resoluciones de supervisión que habían quedado exclusivamente en español. Actualmente pueden consultarse todas las sentencias del Tribunal, en inglés, recurriendo a la página electrónica.

Debido a la donación del Gobierno de Noruega, a la que antes me referí, estamos actualizando la publicación de las sentencias de la Corte, tanto en español como en inglés, en los impresos acostumbrados para este efecto. Igualmente, se ha continuado editando y difundiendo en discos toda la jurisprudencia del Tribunal. Este material se pone al día, en nuevas ediciones, al término de cada período de sesiones. Pronto podremos actualizar otros impresos para integrar las series correspondientes, iniciadas hace algunos años: medidas provisionales y resoluciones de procedimiento.

Hemos reorganizado integralmente la página web de la Corte Interamericana (http://www.corteidh.or.cr), que ya está a la altura de sus similares de otros tribunales internacionales. Esperamos proporcionar en esta página, a partir del próximo mes de junio, toda la información correspondiente a los casos en los que se ha dictado sentencia y que se hallan cerrados o en etapa de supervisión. Esta iniciativa pionera, permitirá que los estudiosos y los usuarios del sistema interamericano de derechos humanos, puedan estudiar las piezas fundamentales de los expedientes sin necesidad de desplazarse a Costa Rica. 

Ahora entregamos a ustedes el primer número de la revista semestral titulada “Diálogo Jurisprudencial. Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Tribunales Nacionales, Corte Interamericana de Derechos Humanos”. El segundo número se encuentra en prensa. Esta publicación se realiza mediante convenio entre la Corte, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México y la Fundación Konrad Adenauer. La revista ofrece cierto número de sentencias emitidas por los altos Tribunales de los países de las Américas, cuyo conocimiento ilustra sobre  la cada vez más amplia recepción de las normas internacionales de derechos humanos en los ordenamientos jurídicos nacionales.

13. Reflexiones y recomendaciones

En estos años hemos acostumbrado incluir una sección de reflexiones y recomendaciones al final de la Síntesis del Informe anual que se presenta a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Invoco las consideraciones que he formulado en los informes anteriores, que conservan vigencia, y me permito subrayar o puntualizar algunas cuestiones que ofrecen, a mi juicio, la mayor relevancia.

Antes de hacerlo, reitero que la Corte ha procurado atender las recomendaciones emanadas de la OEA y los compromisos contraidos por el propio Tribunal ante esta instancia de gobierno y ante la Asamblea General. Esta atención se traduce en el ritmo que muestran los trabajos de la Corte. Las cifras sobre productividad están a la vista de ustedes, como lo están, para analizar las características cualitativas de la jurisprudencia, las resoluciones emitidas en el período al que se refiere este Informe.

A) La autonomía del Tribunal se ha sostenido en todo tiempo y circunstancia. Asegura la respetabilidad de aquél y, por este medio, la del Sistema Interamericano de Proteción de los Derechos Humanos en su conjunto. Los Estados son garantes de la autonomía, como lo somos los propios integrantes de la Corte. En este sentido hemos actuado, aquéllos y éstos. No habría otra forma de ejercer y acreditar una autentica función jurisdiccional

B) Hemos procurado llevar adelante nuestra propia parte en el proceso de reflexión sistemática sobre los temas y problemas del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. Este Sistema tiene una necesaria y efectiva composición plural: Estados, Organización, Corte, Comisión, instituciones de la sociedad civil, organismos académicos, profesionales y comunicadores sociales, entre otros actores cuya presencia y participación son naturales y esenciales. El Tribunal ha procurado mantener un dialogo constante con todos los integrantes del Sistema. El diálogo se instala sobre el aprecio y el respeto a la naturaleza y a las características de cada uno. Consideramos que el  proceso de reflexión  --que puede tener etapas y rasgos variados y particulares--  debe seguir adelante. Tiene permanencia, como el Sistema mismo. Es dinámico, como lo son las circunstancias que debe enfrentar y atender. Por supuesto, a la reflexión compartida debe seguir el constante perfeccionamiento del Sistema. Los avances son numerosos. Los requerimientos también.

C) Nos alienta que la tutela internacional de los derechos humanos se mantenga entre las más elevadas prioridades de la OEA. Esto constituye una garantía política y moral, como lo es la prioridad que le reconocen, individual y colectivamente, los Estados integrantes de la Organización. Confiamos en que esta situación arraigue, y en que la conozcan y se beneficien de ella los habitantes de nuestros países. Hacemos lo posible para que así sea y sugerimos multiplicar los esfuerzos de otros agentes del Sistema en la misma dirección.  

D) El Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el ámbito de las Américas  --es decir, el corpus juris regional de esta materia-- se ha enriquecido considerablemente. En 1948 contaba solamente  --pero nada menos--  con la Carta de la Organización y la Declaración Americana. En 1969 profundizó con el Pacto de San José. Luego llegaron diversos Protocolos y Convenciones especiales. A ello  --y a partir de ese fundamento-- hay que sumar la ya muy amplia, importante y renovadora jurisprudencia de la Corte Interamericana sobre todos los espacios de su competencia: obligaciones generales de los Estados, derechos y libertades de las personas, reparaciones, medidas provisionales, supervisión de resoluciones. Estos últimos extremos, cada vez mejor conocidos y recibidos en el ámbito interno, concurren a conformar ese cuerpo jurídico que establece los derroteros contemporáneos de la cultura continental sobre la dignidad humana y el papel y la vigencia del orden jurídico.

E) En el curso de los pasados lustros, la jurisprudencia de la Corte ha mantenido la línea favorable al afianzamiento y engrandecimiento de los derechos del ser humano. Ha crecido el espacio de éstos. La frontera se ha movido con reflexión y pertinencia. Esta es la línea natural y necesaria en un Tribunal de esta naturaleza. Se ha hecho desde las primeras opiniones consultivas y sentencias en casos contenciosos, que evocamos con aprecio porque constituyeron las expresiones iniciales de un compromiso jurídico que se ha mantenido inalterable. Ciertamente, la jurisprudencia ha evolucionado, con la concurrencia y las aportaciones de todos y cada uno de los integrantes de la Corte, conforme a las características de los asuntos sometidos a consulta o a juicio. 

La evolución ha traído consigo avances, modificaciones, precisiones, nunca retrocesos. Procuramos que traduzcan respeto hacia los pareceres discrepantes, sin perjuicio de mantener el rumbo que fijan la Declaración y la Convención. A los temas tradicionales se han sumado nuevos planteamientos, y en unos y otros se ha abierto la posibilidad de revisiones y puntualizaciones que contribuyen a actualizar los criterios jurisdiccionales y conservar, frente a diversas circunstancias, el mismo designio pro homine –que corresponde a un proyecto ético y jurídico--  que ha regido nuestras tareas. Por supuesto, estamos atentos a la revisión y a la crítica. La aceptamos y la valoramos. Contribuye al mejoramiento de nuestro trabajo. Sería desconcertante que un Tribunal de derechos humanos cerrara la puerta al comentario y desoyera las diversas opiniones. Todas son útiles y bienvenidas

F) Se halla pendiente la inclusión de varios Estados en la Convención Americana y el reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte por parte de algunos de ellos. Otro tanto cabe decir de las ratificaciones de Protocolos y Convenciones especiales. Tenemos, pues, camino por recorrer hacia un objetivo compartido: contar con derechos y jurisdicciones para todos. Reconocemos las dificultades de esta empresa, pero no podemos abstenernos de mencionarla y apoyarla. La competencia contenciosa de la Corte abarca a quinientos millones de compatriotas americanos. Echamos de menos a otros trescientos cincuenta. La plena incorporación de todos los Estados al Sistema fortalecería incalculablemente la causa de los derechos humanos. 

G) Por lo que respecta a la regulación del procedimiento ante la Corte y a la práctica que se ha establecido con base en esa regulación y en la necesidad de imprimir cada vez mayor eficacia y diligencia a la jurisdicción interamericana  --sin mengua de su calidad-- vale decir que no consideramos concluido, en modo alguno, el esfuerzo realizado en estos últimos años. Nos proponemos revisar ampliamente el procedimiento y mejorar las prácticas del Tribunal en la mayor medida a nuestro alcance. Para esa revisión normativa escucharemos las opiniones que se nos alleguen. No deseamos precipitar las cosas. La revisión que se cumpla en el curso de los próximos meses permitirá incorporar reformas bien fundadas, con cimiento en la experiencia, las necesidades y las posibilidades.

H) La efectividad de la jurisdicción que han construido los pueblos y gobiernos de los países americanos, en el marco de la Organización que los reúne, se pondera a través de la recepción nacional de los nuevos rumbos jurisprudenciales. No me refiero solamente a la observancia de las resoluciones particulares, en sus términos y conforme a las circunstancias de cada caso, sino a la recepción más amplia de los criterios jurisprudenciales en materia de derechos humanos, a través de políticas, legislación y jurisprudencia, enlazadas con la evolución de las prácticas y la construcción de una poderosa cultura de los derechos humanos. 

Cada sentencia resuelve el caso concreto al que corresponde; estos son los límites de la contienda que se somete a nuestra jurisdicción. Pero no perdemos de vista que al mismo tiempo cada resolución de la Corte Interamericana constituye un acto de interpretación de los preceptos de la Convención Americana, que forman parte de los ordenamientos nacionales, y en este sentido trascienden al caso concreto y establecen criterios orientadores para decisiones y prácticas con mayor alcance. Así lo ha reconocido, explícitamente, un amplio sctor de la jurisprudencia nacional.  Invitamos respetuosamente a los Estados a mantener activa esta recepción y conferir creciente trascendencia a las resoluciones de la jurisdicción interamericana. Hay desarrollos excelentes en la jurisprudencia de varios Tribunales internos, que conocemos, apreciamos e invocamos. Para favorecer este giro notable que ha tenido la materia en los años recientes, nos proponemos conservar abierta y fluída la comunicación con las Corte Supremas y Constitucionales de los Estados Americanos.

I) El acceso de los individuos a la justicia constituye un derecho de primer orden y un medio indispensable para la vigencia efectiva de todos los derechos. Franquea el ejercicio auténtico de la tutela internacional y permite el goce verdadero de los derechos y las libertades. Sin ese acceso, el régimen de protección se refugia apenas en disposiciones y declaraciones inaccesibles. Los pasos adelante en lo que toca a la legitimación procesal de la presunta víctima en el enjuiciamiento internacional traducen el esfuerzo de la jurisdicción interamericana para ampliar el acceso a la justicia. En este mismo rumbo ha marchado el esfuerzo por despachar con mayor celeridad y oportunidad las decisiones del Tribunal: es preciso hacerlo bien, pero también hacerlo pronto, para ahuyentar el fenómeno de la justicia denegada por demorada. 

En diversas oportunidades hemos insistido en la necesidad de disponer de un mecanismo de asistencia jurídica que favorezca ese acceso. Si no lo conseguimos habremos caído nuevamente en un régimen de soluciones teóricas sin reflejo suficiente en los hechos. El esfuerzo de las organizaciones no gubernamentales y de los abogados que actúan en este ámbito es muy meritorio. Lo reconocemos una vez más y lo estimamos siempre. Pero parece llegado el momento de ampliar estos instrumentos de asistencia jurídica a través de un nuevo mecanismo, en la forma y términos que todos consideremos plausibles. Por supuesto, no se trata de establecer en la Corte una instancia de asistencia legal. De ningún modo. Es preciso analizar la situación prevaleciente, movilizar la reflexión y la imaginación y destinar algunos recursos que pongan en marcha la iniciativa que se considere adecuada. Hemos escuchado opiniones favorables a este nuevo capítulo de la asistencia jurídica. Parece haber consenso sobre los fines. No lo hay todavía sobre los medios. Sugerimos llevar adelante el estudio que despeje el horizonte en breve plazo. Propiciará un enorme paso adelante.

J) Corresponde a los Estados resolver la forma de conducir sus intereses y derechos en el enjuiciamiento internacional. La Corte no puede ni debe formular sugerencias a ese respecto. Pero podemos y debemos  --como en efecto lo hemos hecho--  destacar las crecientes manifestaciones de reconocimientos de responsabilidad por parte de los Estados, que se han multiplicado en los últimos años. Esto favorece la economía del proceso, pero más aún fortalece la justicia. La forma en que se desarrolla el proceso, bien conocida por todos, evita los riesgos del reconocimiento en cuanto a la presentación de los hechos de cada caso, y no dispensa a la Corte de llevar a cabo el estudio amplio del caso y el análisis de las pretensiones y los derechos, porque es función del Tribunal actuar como convenga a la tutela de los derechos humanos, en particular y en general.

K) La Corte ha ejercido las atribuciones jurisdiccionales que naturalmente tiene en el ámbito de la supervisión de cumplimiento de sus resoluciones. Esta facultad ha sido expresamente recogida por la Asamblea General de la OEA.
/ Saludamos el cumplimiento que se ha dado a las resoluciones en diversos aspectos, que hasta hace poco tiempo parecieron distantes. Pero observamos, porque tenemos el deber de hacerlo, que corresponde seguir adelantando en esta dirección.  Las estadísticas de la Corte, que forman parte del informe a la Organización, muestran el estado que guarda la materia. Otros progresos, y específicamente la adopción de mecanismos institucionales, colectivos, en su caso, que auspicien el avance en el cumplimiento de las resoluciones, quedan sujetos a la deliberación y decisión de los Estados.

L) No podríamos dejar de lado la reflexión acerca de los recursos de que dispone la Corte, humanos y financieros, para cumplir la encomienda que los Estados le han conferido en los términos de la Convención Americana. Para ello es preciso tomar en cuenta las condiciones en las que actuamos, tanto las presentes como las previsibles en el futuro inmediato y mediato. Apreciamos la preocupación que sobre este punto han manifestado varios actores del Sistema, y por supuesto reconocemos las gestiones y los apoyos brindados por la Secretaría General de la Organización, diversos Estados americanos y europeos. 

Gracias a estas provisiones podremos reducir algunos rezagos y resolver diversas tareas. Lo he reconocido expresa y detalladamente en este Informe. No obstante, el desempeño de la jurisdicción interamericana en forma puntual y eficiente, pasa por la seguridad de contar con un presupuesto ordinario razonable, que permita elaborar y cumplir los programas de la Corte, de manera sistemática, no episódica. Así se atenderá la demanda de justicia y se desechará la sombra del rezago judicial, problema que en este momento no existe, pero pudiera presentarse. La Corte ha hecho y deberá seguir planteando a la Organización sus estimaciones presupuestales, debidamente sustentadas. 

Sergio García Ramírez

Presidente

Corte Interamericana de Derechos Humanos
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[Consideración del Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
a la Asamblea General (CP/doc. 4179/07)]
COMENTARIOS DE LA MISIÓN PERMANENTE DE COLOMBIA CON OCASIÓN DE LA PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Washington D.C., 29 de marzo del 2007 

En primer lugar agradecemos la presencia del Presidente de la Honorable Corte, doctor Sergio García Ramírez y de la Vicepresidenta, doctora Cecilia Medina y por su conducto, a los demás jueces y a los miembros de la Secretaria de la Corte por la preparación y elaboración del Informe Anual.   

El Estado colombiano considera fundamental mantener este tipo de diálogo sobre el Informe Anual, en el cual los Estados puedan hacer observaciones y comentarios con respecto al trabajo realizado por la Corte.

Colombia desea resaltar el rendimiento de la Corte, reflejado en las estadísticas del Informe Anual, en el que podemos observar un aumento de sentencias y sesiones, lo que hace admirable el esfuerzo de los jueces y los miembros de la Secretaría y evidencia de manera contundente su indeclinable compromiso.  

Ese rendimiento está reflejado, entre otros aspectos, en el aumento significativo de las sesiones de trabajo y en los pronunciamientos sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones.

Con relación a las sentencias emitidas, Colombia desea destacar el registro de un aumento significativo de un 31%: se pasó de 29 casos en 2005 a 38 en el 2006. Vale decir, que este es el número más alto de sentencias emitidas en un año en la historia de la Corte. Este es un ejemplo de eficacia y compromiso que, con las graves limitaciones presupuestales, engrandece su trabajo ante nuestros ojos y merece nuestro especial reconocimiento. 

Por otra parte y en relación con la eficiencia, es importante volver a resaltar, como hemos hecho en ocasiones anteriores, la reducción significativa en el promedio de duración de los procesos ante la Corte.

No pretendo hacer un análisis del impacto de las sentencias en nuestro Hemisferio, pero no puedo dejar pasar la oportunidad para resaltar que las sentencias de la Corte han llevado a la modificación de textos constitucionales, han provocado profundas transformaciones en los ordenamientos jurídicos internos y han jalonado la eficacia de los tribunales domésticos, todo lo cual ha redundado en el mejoramiento de la protección de los derechos humanos de los habitantes de las Américas.   

Ahora bien, la Corte tiene otras funciones de gran importancia, como el decreto de las medidas provisionales y la emisión de opiniones consultivas. 

En relación con el decreto de medidas provisionales, cabe señalar que en el período 2006, la Corte decretó 14 medidas provisionales, lo cual sólo es comparable con el período del 2004. 

Teniendo en cuenta todo esto, queremos llamar a una reflexión, para soportar algo que es claro para los estados miembros de la OEA, es necesario hacer un aumento en el presupuesto anual de los órganos de Derechos Humanos del Sistema, y tenemos que tomar medidas concretas para lograr ese objetivo. 

Colombia valora las sesiones itinerantes que la Corte ha efectuado en diferentes países y sus efectos, ya que éstas han permitido promocionar a la Corte en particular y al Sistema en general. Además, en nuestro concepto, esas sesiones deberían promover el acercamiento entre los jueces nacionales y los jueces de la Corte, para facilitar el diálogo y la interacción encaminados a la incorporación de las decisiones de la Corte por parte de los jueces nacionales.    

Por lo anterior, Colombia desea manifestar que considera de la mayor importancia y se siente complacida por la sesión que la Corte realizará en octubre en mi país. Esta sesión se llevará a cabo en las instalaciones del Palacio de Justicia, lo cual es un hecho sin precedentes en la historia nacional y un símbolo de la complementariedad que existe entre el sistema internacional y el interno.
Antes de continuar con las reflexiones del procedimiento, quisiera realizar algunas observaciones de fondo. 

En las estructuras políticas, en los sistemas democráticos, tema que es asunto de permanente reflexión en esta sala y del que se habla continuamente, el poder de decisión final sobre los destinos de los países se localiza en las cortes; regularmente, en las cortes constitucionales. Son las cortes quienes tienen el poder para determinar si las decisiones de los diversos órganos del Estado se ajustan a sus constituciones o no, y en consecuencia si son aplicables o no. Eso se conoce en ciencia política con el nombre de poder límite.

Dentro de las estructuras institucionales que ha creado el continente, el techo es la Corte Interamericana de Derechos Humanos. A través de la Corte, y como reflejo de sus providencias, estamos viendo la unificación del sistema legal continental. 

Nosotros vemos con claridad como las sentencias de la Corte Interamericana son adoptadas en las cortes continentales, y lo vemos en Argentina,  lo vemos en México, lo vemos en Colombia y lo vemos en Brasil ¿Qué se está pasando? Se está produciendo un fenómeno de evolución institucional, se está forjando la unificación del sistema legal continental guiado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Estamos hablando de palabras mayores. Si miramos en esta Organización, ninguna decisión que aquí se tome tiene el impacto efectivo que tienen las decisiones de la Corte. 

Es quizás la oportunidad para analizar la verdadera naturaleza jurídica de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, siendo una institución cuyas decisiones son de obligatorio cumplimiento para los Estados que han aceptado su competencia; son sentencias, la Corte no es un simple organismo multilateral, por su competencia es un organismo supranacional, surge de los Estados pero tiene la competencia para obligar a los Estados, la Corte es claramente un estado superior de la integración de nuestros pueblos. Es la verdadera integración. 

Yo quisiera resaltar un tema sobre todo al Presidente de la Corte, y es el tema de la unificación legislativa. Todos somos conocedores del incremento del ámbito de acción de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos; observamos con agrado como el sistema se vuelve popular, como en Perú se presenta un crecimiento de las acciones, al igual que en Costa Rica y Colombia. En todo el Continente se hace evidente que el sistema es un sistema útil y que presenta ventajas para el ciudadano. Esto qué significará en un futuro? Que el trabajo de los órganos del sistema sea aún mayor.

Eso significa que el sistema está en un proceso de crecimiento y que tenemos que asumir ese proceso, y adoptar en consecuencia las decisiones institucionales necesarias para apoyarlo o asumir la responsabilidad política de dejarlo vivir en el límite de los recursos que hoy se le asignan y, en consecuencia, optar por la limitación automática sus funciones. Sin lugar a dudas es una decisión política de primer orden y es la que tenemos que adoptar en la OEA entendiendo cuáles son las prioridades de nuestra Organización y entendiendo en realidad que es lo que queremos nosotros de nuestro Hemisferio. 

Con respecto a las preocupaciones por los asuntos presupuestarles, la Corte debe sentir el amplio apoyo de todos los Estados que están sometidos a su competencia. No exageraría al decir que hemos tenido la oportunidad de reunirnos en múltiples oportunidades con los Estados que aceptaron la jurisdicción de la Corte, y que es la opinión general de estos  que ella es quizás el instrumento más valioso del sistema interamericano; como se ha señalado en repetidas ocasiones en este foro: es la joya de la corona. 

Queremos invitar a los países de origen anglosajón para que reflexionen seriamente en la posibilidad de vincularse a la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, quisiéramos muy respetuosamente llamar la atención de los países del Caribe, a Canadá y a Estados Unidos, para que se entienda que es necesario llegar a un sistema interamericano real y efectivo en el cual la Corte es una parte fundamental. Las diferencias conceptuales y el tema que en principio impide su vinculación a la competencia de este organismo, la pena de muerte, no es un asunto insalvable. Pensamos que la participación de los países de origen anglosajón en el sistema lo haría el sistema de justicia más importante del mundo. 

Hacemos un llamado a los países del Caribe, a Canadá y a Estados Unidos para estudiar con seriedad la incorporación plena al sistema. Lo ha dicho el Secretario General en diferentes reuniones, y es una manifestación de todos los aquí presentes el interés de negociar los aspectos que esos países consideren fundamentales para que eso sea viable. Para nosotros no hay puntos insalvables, se trata de lograr desarrollar un sistema judicial consistente, inclusivo y general.

Respecto a operación y recursos, el compromiso es claro. Pensamos que es fundamental el apoyo permanente a la Corte, proyectarla. Hemos recibido de la Corte un estudio sobre sus  necesidades, lo hemos trasmitido, las delegaciones lo conocen y pensamos que con fundamento en ese documento podemos trabajar y realizar las acciones a nuestro alcance para satisfacer esas necesidades.  

No es cosa menor el tema de la remuneración de los jueces; es un tema sensible que el Presidente (de la Corte) no podía tocar, pero cuando un juez de la Corte gana $7,500 dólares al año estamos ante un sistema que es claramente injusto con aquellas personas que son los actores principales del mismo, y que por la naturaleza de la institución tienen la función de tomar decisiones que pueden afectar a 500 millones de personas. Por lo tanto, pensamos que ese tema tiene que ser revisado y corregido para poder darles a los jueces los medios necesarios para desarrollar sus funciones eficientemente y con un mínimo de dignidad. 

Por otro lado, hay un punto que es de común importancia para los países miembros que es el tema de las reparaciones. La delegación de Panamá lo abordó. Quizás algunas veces por respeto a la Corte no se atreven las delegaciones a ponerle de presente los problemas que se presentan en los distintos países con sus sentencias. El tema de las reparaciones tiene dos puntos. El primero se refiere a la aplicación de estándares. Cuando uno como Estado quiere reparar a las victimas por iniciativa propia de tal forma que no sea necesaria una sentencia, no existe la forma de hacerlo y que garantice que el caso quede solucionado porque no existe un criterio unificado y permanente de reparaciones, los estándares de la Corte son variables. Colombia aprecia que las últimas sentencias están mucho más ajustadas el nivel de vida de nuestros países. Hay que reconocer un evidente progreso de la Corte al proferir sentencias que se ajustan a posibilidades reales de los Estados. Pero sería muy importante tener una regla de juego clara. Si existieran estándares de reparación de la Corte, el Estado, antes de que ese tribunal conozca del caso, y si lo considera pertinente, podría reparar a las victimas, con la seguridad que esa reparación es suficiente para la Corte y así se podría evitar al sistema interamericano el desgaste de tener que juzgar a los Estados en casos en que esto no es necesario. 

El segundo problema es el cumplimiento  de las sentencias. Personalmente, me ocurrió una anécdota: como jefe jurídico de la Presidencia de Colombia, tuve la oportunidad de determinar la forma de cumplimiento de algunas sentencias de la Corte Interamericana; con animo justiciero, se me ocurrió distribuir las responsabilidades para el cumplimiento entre los diversos agentes responsables: el que había causado el daño, el que no había proferido la sentencia, etc., y eso me creó un problema enorme que me tocó solucionar después, para que cuando la Honorable Corte valla a Colombia el país pueda decirle, cumplimos con las sentencias. En materia de cumplimiento hay igualmente dos puntos. 

La parte económica de la sentencia se cumple, los Estados cumplimos; el punto difícil es el tema de las sentencias judiciales para cumplir con el mandato de justicia. Llegamos a la Corte porque no tenemos sentencias, y cuando se produce la sentencia de la Corte, tampoco eso nos garantiza la sentencia en sede doméstica. Es claro que tenemos que hacer un esfuerzo adicional para poder llegar a las sentencias finales que permitan el cumplimiento definitivo de las sentencias de la Corte, pero esto ha tenido un efecto importantísimo, nos ha obligado a repensar el tema de la eficiencia judicial en el continente. 

La ineficiencia y la impunidad, fueron aspectos que se miraron con naturalidad en nuestros países; casi que veíamos la impunidad como un rasgo propio de nuestros sistemas judiciales. La existencia de la Corte tal como señalaba la señora Embajadora de Uruguay, implica el cumplimiento de obligaciones internacionales, que hacen efectivo el deber de proporcionar justicia. Es muy importante lo que está empezando a pasar en nuestro continente, la dinámica que empieza a adquirir la región alrededor de ese tema. Quizás el efecto más importante no va a ser una sentencia, el efecto mas importante es el cumplimiento de la obligación de los Estados a proferir sentencias en todos los casos, quizás por temor de llegar a la Corte, pero lo importante para el ciudadano es poder tener un resultado efectivo.

Asimismo, no hemos utilizado la facultad consultiva en la forma que se podría hacer. Estamos estudiando con varias delegaciones un par de puntos que quisiéramos de forma conjunta someter a consideración de la Corte; este será un instrumento que con seguridad en el futuro será mucho mas utilizado. 

Agradecemos la invitación a estudiar la reforma del reglamento, nos parece una convocatoria muy valiosa, muy importante y muy acertada. La Corte tiene todo el soporte político que los Estados pueden darle, pero si además sus procesos internos y autónomos se adelantan con transparencia y de cara a los usuarios, con seguridad en primer lugar se acertará en las decisiones que se adopten y en segundo lugar las reglas de juego tendrán transparencia y legitimidad, aspectos de vital importancia en un proceso judicial. El apoyo y reconocimiento de los Estados a esas reglas puede no ser un requisito para su vigencia, pero es claramente un validador de su contenido y les da estabilidad.
Por último, quisiera hablar del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. Nosotros los comprendemos como un instrumento muy útil dentro del sistema que a veces no se ve. Cumple la función de preparación de los profesionales en Derechos Humanos, compilación y difusión del sistema. A través del Instituto podríamos tener un mayor acercamiento del sistema con los órganos políticos de la OEA y adelantar acciones que permitan, que los que trabajan en lo multilateral puedan tener una mayor interacción y más claridad sobre cómo funciona el sistema y lo que realmente pasa alrededor del mismo. 

El Instituto ha pedido promover la presentación de una resolución sobre el tema del estudio de los Derechos Humanos en los países del continente; proyecto que Colombia presentara en su oportunidad para la aprobación de la organización. 

Les pido disculpas por la extensión de la intervención, pero simplemente la delegación de Colombia manifiesta su profundo compromiso con el sistema interamericano y con la Corte, lo que queríamos era resaltar la importancia y la trascendencia de lo que está ocurriendo. A veces pensamos que es solamente una Corte, no!, en este caso es mucho más que simplemente sentencias, estamos llevando el proceso de consolidación del sistema jurídico unificado de América Latina, a través del único organismo supranacional del sistema Interamericano, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y queríamos invitar a los demás miembros de la Organización a que demos un paso adelante, garantizando que nosotros, los que ya aceptamos su competencia, estamos dispuestos a hacer las concesiones que sean necesarias para que puedan participar, que tengan la garantía que sus intereses se preservarán y de esta forma acepten la competencia de la Corte. 

Mil y mil gracias.
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[Consideración del Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
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Señor Presidente 

Señores Representantes

Señoras y señores

Saludo con respeto al Excelentísimo Señor Doctor Don Sergio García Ramírez, Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a la Excelentísima Señora Juez Doña Cecilia Medina, a los Honorables Señor Secretario y Señora Secretaria Adjunta Don Pablo Saavedra y Doña Emilia Segares.

Su presencia en esta Sala honra a los órganos políticos del Sistema Interamericano y contribuye a fortalecer los vínculos institucionales a lo interno de la Organización de los Estados Americanos.

También recordamos con respeto la memoria del Juez Oliver Jackman, ilustre jurista de Barbados vinculado al Sistema por varias décadas, quien falleciera recientemente.

Nos congratulamos también por la incorporación a la Corte de los nuevos jueces, Doña Margaret Macauley, (Jamaica), Doña Radys Abreu de Polanco (República Dominicana) y Don Leonardo Franco (Argentina).

La Delegación de Costa Rica recibe con gran entusiasmo el informe anual de la Corte correspondiente al año 2006. En él, encontramos que durante el período en referencia, la Corte ha atendido ochenta y ocho casos contenciosos y cuarenta y seis medidas provisionales, lo que demuestra no sólo los avances en la consolidación del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, sino también la necesidad de profundizar sus conquistas. 

Ante todo, mi Gobierno ratifica una vez más no sólo el apoyo sino también el más firme compromiso de Costa Rica con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como un baluarte esencial dentro del hemisferio en la protección de la persona humana, y como motor del desarrollo progresivo de la protección jurídica del individuo.
Señor Presidente: 

Repasando el informe anual que ha compartido con nosotros,  esta Delegación participa de la legítima y sincera preocupación de la Corte por continuar garantizando –ante todo- el principio de justicia pronta y cumplida para todos los habitantes del Continente.  Por ello es que, a la vez, quisiera acompañarlos con seis breves reflexiones, en la finalidad de honrar el compromiso asumido colectivamente por los Estados miembros de la OEA y los órganos de promoción y defensa de la persona humana.

En primer lugar, para aquellos que hemos asumido además un doble compromiso, al reconocer su competencia contenciosa, nos resulta más evidente cada día la conveniencia que Usted ha señalado, de que la Corte se convierta en un tribunal permanente o, cuando menos, asegurar la permanencia de su Presidente en San José.  Como bien se nos comunica en este informe, la idea de que el Juez Presidente deba estar disponible a tiempo completo para atender los casos de la Corte, constituye una valiosa apreciación suya y un gran paso en esa dirección.


En segundo lugar, reconocemos y destacamos los enormes progresos auspiciados por la Corte, primero a través de la reforma procesal en su Reglamento, reforzada luego por su valiosa jurisprudencia, en un asunto de tan vital importancia como es la legitimación procesal de las presuntas víctimas.

Entendemos que la ampliación de las posibilidades que brindan al individuo el locus standi ante la Corte, sin duda alguna constituye un avance significativo en la tutela de los derechos humanos. Como ha dicho la ilustre Corte, la víctima no podría ser un “tercero” en su propia causa.

La Corte también nos ha informado que este tema no puede desligarse de sus propias implicaciones financieras y presupuestarias.  Compartimos plenamente esa legítima preocupación de la Corte y también la entendemos en su justa dimensión como una necesidad a fin de preservar el equilibrio procesal y la administración de justicia dentro del Sistema Interamericano.

Por ello, mi Delegación estima, en tercer lugar, que las presiones financieras de la Ilustre Corte nos imponen a los Estados miembros de la OEA nuestra obligación de garantizar soluciones presupuestarias.  El crecimiento de la actividad contenciosa ante la Corte que Usted bien ha señalado, unido a la ampliación de los mecanismos procesales de participación de las víctimas, son aspectos que redundan en una creciente confianza del ciudadano de las Américas en el Sistema y que deben ser considerados por los Estados a la hora de señalar las asignaciones presupuestarias.


Unido a ello, y en un cuarto lugar, Costa Rica considera además que la dotación de recursos financieros suficientes a la Corte, esencialmente a partir del fondo regular de la OEA se erigen hoy como un imperativo ético sobre los Estados para garantizar la autonomía y la independencia de la Corte y continuar endosando la integridad del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.

Tal como lo ha manifestado recientemente el señor Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, don Bruno Stagno Ugarte, “reconocemos y subrayamos, así, nuestra seguridad en la salvaguarda a la independencia funcional y a la autonomía jurídica de las instancias judiciales y cuasijudiciales de la región, como garantías inexorables de imparcialidad para el ejercicio de tan noble labor”.

Por ello, entendemos también que dicha garantía de imparcialidad exige soluciones presupuestarias, preferiblemente del fondo regular de la OEA, acorde con las dignas responsabilidades y la decorosa investidura que ha sido conferida a la Corte por los Estados miembros de la Organización, en la defensa y la promoción de los derechos humanos en las Américas.  La búsqueda de dichas soluciones es, por lo tanto, un compromiso que Costa Rica está dispuesta a asumir.

En quinto lugar, señor Presidente, mi país comparte plenamente la posición externada por la Corte en su informe y destacada hoy aquí, que propugna por redefinir el papel de la Comisión Interamericana en el procedimiento ante la Corte. Consideramos que se debe seguir avanzando sobre este tema, fundamentalmente a través del triple entendimiento entre las delegaciones, la Comisión y la Corte. 


En sexto lugar, permítanme referirme también a los encomiables esfuerzos que ha realizado la Corte a través de los Acuerdos de Cooperación  Interinstitucional que ha firmado con las diferentes entidades mencionadas en el informe; en especial, al curso especializado para funcionarios de Estado sobre la utilización del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos; curso que se realiza anualmente en San José, Costa Rica, conjuntamente con el Instituto Interamericano de Derechos Humanos. Agradecemos este importante esfuerzo pues consideramos crucial que los Jueces contribuyan activamente en la divulgación del Sistema Interamericano. 
Señor Presidente: 

Agradecemos una vez más el informe que se nos presenta en el día de hoy y su compromiso con la protección de los derechos y libertades de las americanas y los americanos. Derechos y libertades que, como bien lo ha manifestado el señor Presidente de la República, Dr. Oscar Arias Sánchez “no existen por su simple invocación...es absurdo creer que los derechos y las libertades llegarán a nosotros como un producto final y completo, y que la existencia  de una brecha entre las normas jurídicas y su vigencia práctica  priva de todo valor a la norma. Esa suposición es falsa y peligrosa”, y como también ha destacado el señor Presidente de la República, “Las libertades y los derechos humanos se construyen a pulso, y a veces a tientas y a golpes, se construyen abriendo brecha en un camino sin  fin; se construyen gradualmente y en pequeñas victorias” .

Cada sentencia de la Corte es, en efecto, una pequeña victoria.  Tras cada sentencia, cada decisión y cada resolución se desarrolla un beneficio multiplicador dentro del Sistema, en la orientación de leyes, decisiones judiciales, programas administrativos y prácticas nacionales referentes a derechos humanos.  Las palabras que he citado del señor Presidente Arias Sánchez  sintetizan la incansable labor de la Ilustre Corte Interamericana en cada una de sus sesiones y deliberaciones.


A los Ilustres Señores y Señoras Jueces de la Corte hemos confiado los Estados la especial responsabilidad de dar vida a la norma.  Pero ha sido su conspicua sabiduría, una constante firme y decisiva en la construcción de un sistema supranacional de justicia que, sin lugar a dudas, ha servido y continuará sirviendo como marco de obligada referencia para la evolución de los sistemas jurídicos nacionales.

Muchas gracias. 
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Señor Presidente, mi delegación se encuentra muy complacida de contar con la presencia del Sr. Presidente, la Sra. Vicepresidenta y el Secretario de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


Señor Presidente, mi delegación desea agradecer al Señor Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sr. Sergio García Ramírez por la presentación del completo  informe anual.


Mi delegación le atribuye especial importancia a este hecho por tratarse de las actividades llevadas a cabo por un órgano de la jerarquía de la Corte en una temática de la trascendencia como es la de la protección de los derechos humanos para nuestro continente.


Nos referiremos a dos aspectos: en primer término a la competencia consultiva de la Corte y en segundo término a la supervisión del cumplimiento de las sentencias en el sistema interamericano.

Ello implica hacer referencia a dos aspectos de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Por una parte a la contencioso que es la que la faculta para decidir casos en los cuales se alega la violación por un Estado Parte de los derechos amparados por le Convención y por otro a la consultiva que es lo que autoriza al tribunal a interpretar la Convención y otros instrumentos de derechos humanos a pedido de los Estados miembros de la OEA y varios órganos de la Organización dentro de los que se encuentra el Consejo Permanente. Con relación a este último punto, como bien se señala en el informe, ella fortalece, la capacidad de la Organización para resolver los asuntos que surjan por la aplicación de la Convención y durante el año 2006 no se le sometió a su consideración ninguna solicitud y no se emitió ningún pronunciamiento en ese sentido.


Dada la amplitud de la función consultiva, el importante poder de apreciación del Tribunal, sin perjuicio de las limitaciones que la propia Corte puntualizó en el ejercicio de esta competencia, cumple una función asesora y preventiva que contribuye al desarrollo progresivo del Derecho Internacional.  En ese sentido,  es interesante destacar que el Consejo Permanente aun no ha hecho uso de esta posibilidad de solicitar opiniones consultivas a la Corte, pese a existir varias cuestiones que podrían ameritar dicha solicitud. 


De llevarse a cabo en el futuro, ello fortalecería el sistema interamericano  tanto en términos generales como en las relaciones entre sus órganos.


En cuanto a la supervisión del cumplimiento de sentencias en el sistema interamericano, involucra obviamente la competencia contenciosa de la Corte.


En términos generales cabe señalar que la falta de órganos judiciales y/o ejecutivos que aseguren el cumplimiento del Derecho Internacional ha sido puesto de relieve desde larga data por la doctrina en la materia e inclusive se planteó como objeción a su juridicidad.  Si bien esta objeción ha sido superada, la preocupación por su cumplimiento continúa vigente e inclusive se vio potenciada con la enorme expansión normativa  experimentada, así como por la rapidez en que la misma se produce en particular en determinadas ramas del Derecho Internacional como lo es la del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.


El acatamiento de las sentencias es sin lugar a dudas un aspecto que reviste la mayor importancia pero que demuestra también una clara debilidad en lo que concierne al cumplimiento del Derecho Internacional.
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En lo que respecta al cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos se pone en juego un principio general de derecho, pacta suntservanda, que implica el cumplir de buena fe con todas las obligaciones internacionales.  Por otra parte, de manera específica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 68 que los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir con las sentencias de la Corte.


Si bien la Convención en su artículo 65 establece la obligación de la Corte de informar a la Asamblea General de la OEA acerca de los incumplimientos de sentencias, no se estableció un mecanismo en el propio instrumento que asegure la supervisión de la ejecución de las decisiones, sentencias y medidas provisionales de protección.


En el momento actual, la Corte ejerce dicha supervisión pues es inherente a su función jurisdiccional,  pero como bien se ha señalado, en ejercicio de la garantía colectiva, la fiel ejecución de las sentencias debe recaer sobre el conjunto de los Estados Partes en la Convención.


La previsión de un mecanismo de supervisión efectivo podría instrumentarse en un Protocolo de Reforma a la Convención.  Dicho instrumento a la vez de considerar el papel que desempeñaría el Consejo Permanente al respecto debería contener previsiones atinentes al compromiso de los Estados Partes en establecer en sus respectivas legislaciones internas, en caso de que aun no existan, las disposiciones que aseguren el cumplimiento de las sentencias.  Ello sin perjuicio de instrumentar la intervención de otros posibles  contralores.


En este sentido, sería conveniente que la Corte estudiara la posibilidad de elaborar tal instrumento, más allá de los esfuerzos que puedan llevarse a cabo en el ínterin en el ámbito de otros órganos de la OEA.


Muchas gracias.
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	�.	La Corte celebró su primer período ordinario de sesiones del 30 de enero al 9 de febrero de 2006; el segundo, del 29 de junio al 6 de julio; el tercero, del 18 al 30 de septiembre, y el cuarto, del 20 de noviembre al 1 de diciembre.


	�.	En 2006 hubo audiencias públicas en los siguientes casos contenciosos: Nogueira de Carvalho vs. Brasil, Almonacid Arellano vs. Chile, Vargas Areco vs. Paraguay, Claude Reyes y otros vs. Chile, Montero Aranguren y otros vs. Venezuela, Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú, y La Cantuta vs. Perú.


	�.	En 2006 se celebraron audiencias públicas sobre las siguientes medidas provisionales: Internado Judicial de Monagas (“La Pica”) respecto de Venezuela, Penitenciarías de Mendoza respecto de Argentina, María Leontina Millacura Llaipén respecto de Argentina, y Personas Privadas de Libertad en la Penitenciaría “Dr. Sebastião Martins Silveira” en Araraquara en São Paulo respecto de Brasil.


	� 	Entre el año de establecimiento (1979) y el año 2006, la Corte ha celebrado 145 audiencias públicas sobre casos contenciosos y medidas provisionales. De éstas, 47 se han desarrollado en los últimos 3 años.


	� 	En 2006, la Corte dictó sentencias en los siguientes casos contenciosos: Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia (excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas), López Álvarez vs. Honduras (fondo, reparaciones y costas), Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay (interpretación de sentencia), Raxcacó Reyes vs. Guatemala (interpretación de sentencia), Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú (excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas), Comunidad Moiwana vs. Suriname (interpretación de sentencia), Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay, (fondo, reparaciones y costas), Caso Baldeón García vs. Perú (fondo, reparaciones y costas), Masacres de Ituango vs. Colombia (fondo, reparaciones y costas), Ximenes Lopes vs. Brasil (fondo, reparaciones y costas), Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. Venezuela (fondo, reparaciones y costas), Claude Reyes y otros vs. Chile (fondo, reparaciones y costas), Servellón García vs. Honduras (fondo, reparaciones y costas), Goiburú y otros vs. Paraguay (fondo, reparaciones y costas), Vargas Areco vs. Paraguay (fondo, reparaciones y costas), Almonacid Arellano vs. Chile (excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas), Juárez Cruzzat vs. Perú (fondo, reparaciones y costas), Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú (fondo, reparaciones y costas), Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú (interpretación de sentencia), Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia (interpretación de sentencia), Yean y Bosico vs. República Dominicana (interpretación de sentencia), Nogueira Carvalho vs. Brasil (fondo, reparaciones y costas), y “La Cantuta” vs. Perú (fondo, reparaciones y costas).


	�.	Hasta diciembre de 2006, la Corte había resuelto íntegramente 85 casos contenciosos. 


	�.	 En 2006 la Corte dispuso las siguientes medidas provisionales: Internado Judicial de Monagas (“La Pica”) respecto de Venezuela, María Leontina Millacura Llaipén respecto de Argentina, Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel de Yaré) respecto de Venezuela, Fundación Antropología Forense de Guatemala respecto de Guatemala, Guerrero Galucci y Martínez Barrios respecto de Venezuela, Personas Privadas de Libertad en la Penitenciaría “Dr. Sebastião Martins Silveira” en Araraquara en São Paulo respecto de Brasil, Mery Naranjo y otros  respecto de Colombia; Gloria Giralt de García Prieto y otros respecto de El Salvador, e Integrantes del Equipo de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial (ECAP) (Caso Masacre Plan de Sánchez) respecto de Guatemala. 


	�.	La Corte desestimó las siguientes solicitudes de medidas provisionales: Juan Humberto Sánchez respecto de Honduras, Raxcacó Reyes y otros respecto de Guatemala, Penal Miguel Castro Castro respecto de Perú y García Uribe y otros respecto de México.


	�.	La Corte ordenó el levantamiento parcial de las siguientes medidas provisionales: Raxcacó Reyes y otros respecto de Guatemala, Caballero Delgado y Santana respecto de Colombia, Ramírez Hinestroza y otros respecto de Perú y Marta Colomina y Liliana Velásquez respecto de Venezuela.


	�.	El primer período extraordinario de sesiones se realizó del 28 al 31 de marzo; el segundo, del 3 al 6 de abril, y el tercero, del 26 al 28 de junio.


	� 	Los Jueces participaron en un seminario sobre el sistema interamericano de derechos humanos organizado por el Superior Tribunal de Justicia de Brasil, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Secretaría de Derechos Humanos.”.


	.�.	Los Jueces intervinieron, individualmente o en comisiones, en seminarios sobre el sistema interamericano de derechos humanos en las Universidades de La Plata, Tucumán y Neuquén. Se firmó  un acuerdo de cooperación con la Universidad Católica. Asimismo, el Vicepresidente de la Corte participó en la inauguración del Seminario Internacional sobre “Seguridad y Derechos Humanos” organizado por la Defensoría del Pueblo de Argentina.


	�.	Los Jueces participaron, también individualmente o en comisiones, en seminarios sobre el sistema interamericano de derechos humanos en las Universidades de El Salvador, Centroamericana José Simeón Cañas y José Matías Delgado. Se firmaron acuerdos de cooperación con esas instituciones. Asimismo, el presidente de la Corte participó en la inauguración del “IV Congreso Interamericano de Defensorías Públicas y II Congreso de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF)”. 


	�.	Durante 2006 se presentaron a la Corte las demandas correspondientes a los siguientes casos: Ramón Mauricio García Prieto Giralt vs. El Salvador, La Cantuta vs. Perú, Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú, “Masacre de la Rochela” vs. Colombia, Bueno Alves vs. Argentina, Escué Zapata vs. Colombia, Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez vs. Ecuador, Boyce y otros vs. Barbados, Twelve Saramaca Clans vs. Suriname, Cornejo y otros vs. Ecuador, Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador, Ana María Ruggeri Cova, Perkins Rocha Conbtreras y Juan Carlos Apitz (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, Yvon Neptune vs. Haití, y Salvador Chiriboga vs. Ecuador.


	�.	Entre 1986 y 2003 se sometieron a conocimiento de la Corte 64 casos contenciosos; entre 2004 y 2006, se presentaron 36.


	�.	En el 2005 había 74 casos contenciosos en trámite o supervisión de cumplimiento de sentencia.


	�.	Las cifras señaladas en la última parte de este párrafo corresponden al 31 de diciembre de 2006.


	�	En el año 2003 había 32 causas  bajo supervisión de sentencia; en 2006 hay 75. 


	�.	Caso Masacre de Ituango. 


	�.	Casos Acevedo Jaramillo y otros, Baldeón García, La Cantuta y Penal Miguel Castro Castro.


	�.	Caso Ximenes Lopes.


	�.	Caso Montero Aranguren.


	� 	Casos Goiburú y otros y Vargas Areco.


	�.	Caso Servellón García y otros.


	� 	En el año 2006 la Corte emitió resoluciones que dan cuenta del avance en el cumplimiento de varias sentencias, a saber: Casos Tribunal Constitucional vs. Perú, 19 Comerciantes vs. Colombia, Ricardo Canese vs. Paraguay, en dos oportunidades, El Amparo vs. Venezuela, Bámaca Velásquez vs. Guatemala, “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay, “Cinco Pensionistas” vs. Perú, Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Lori Berenson Mejía vs. Perú, Huilca Tecse vs Perú, Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, Cesti Hurtado vs. Perú, Loayza Tamayo vs. Perú, Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador, Tibi vs. Ecuador, Fermín Ramírez vs. Guatemala y Yatama vs. Nicaragua.


	� 	En el año 2006 la Corte emitió resoluciones que dan cuenta del avance en el cumplimiento de varias sentencias, a saber: Casos Tribunal Constitucional vs. Perú, 19 Comerciantes vs. Colombia, Ricardo Canese vs. Paraguay, en dos oportunidades, El Amparo vs. Venezuela, Bámaca Velásquez vs. Guatemala, “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay, “Cinco Pensionistas” vs. Perú, Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Lori Berenson Mejía vs. Perú, Huilca Tecse vs Perú, Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, Cesti Hurtado vs. Perú, Loayza Tamayo vs. Perú, Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador, Tibi vs. Ecuador, Fermín Ramírez vs. Guatemala y Yatama vs. Nicaragua.


	� 	Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina; Corte Suprema de Costa Rica; Bloque de Defensores Públicos Oficiales del MERCOSUR; Federación Argentina de la Magistratura; Comisión Nacional de Derechos Humanos de México; Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal; Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey, American University Washington College of Law; Universidad de El Salvador; Universidad Centroamericana José Simeón Cañas de El Salvador, Universidad José Matías Delgado de El Salvador; Facultad de Derecho  de la Pontificia Universidad Católica de  Argentina; Universidad Santa Clara de Argentina.


	� 	Se aceptaron pasantes de los siguientes países: Alemania (2), Argentina (2), Australia (1), Austria (1), Brasil (4), Canadá (2), Chile (1), Colombia (7), Costa Rica (2), Estados Unidos de América (9), España (1), Francia (1), Guatemala (1), Inglaterra (1), Italia (2), México (9), Paraguay (1), Perú (2), Trinidad y Tobago (1), Uruguay (1), Venezuela (4).


	�.	En la Resolución de la Asamblea General AG/RES. 2223 de 2006 se indicó, entre otros puntos, que “con el propósito de que la Corte pueda cumplir cabalmente con la obligación de informar a la Asamblea General sobre el cumplimiento de sus fallos, es necesario que los Estados Parte le brinden oportunamente la información que ésta les requiera”.  
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